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Magistrado Ponente: HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO.

          Expediente PE-034.


Concepto 5376

Dentro de la revisión previa del Proyecto de Ley Estatutaria de la referencia, y de conformidad con lo ordenado por esta Corporación en el numeral sexto del Auto del 2 febrero del año en curso, rindo el concepto que, por mandato de los artículos 242.2 y 278.5 de la Carta Política, debo emitir en la oportunidad prevista en el artículo 7° del Decreto 2067 de 1991, en concordancia con las previsiones del artículo 40 del mismo ordenamiento.

1. Competencia de la Corte
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 153 y 241.8 Superiores, la Corte es competente para decidir de manera definitiva sobre la constitucionalidad del presente proyecto de ley estatutaria, tanto por su contenido material como por los vicios de procedimiento que puedan afectar el proceso de su formación.

2. Consideraciones previas
El Proyecto de Ley Estatutaria 169 de 2011, Senado, 084 de 2011, Cámara, tiene por objeto expedir el Estatuto Ciudadano Juvenil y específicamente, según se dispone en su artículo 1°, “[e]stablecer el marco institucional para garantizar a todos los y las jóvenes el ejercicio pleno de la ciudadanía juvenil en los ámbitos, personal, social y público, el goce efectivo de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno, y lo ratificado en los Tratados Internacionales, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su realización, protección y sostenibilidad; y para el fortalecimiento de sus capacidades y condiciones de igualdad de acceso que faciliten su participación e incidencia en la vida social, económica, cultura y democrática del país”.   

Conforme a lo previsto en el inciso tercero del artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, que regula los procedimientos y juicios que se adelantan ante la jurisdicción constitucional, las decisiones de la Corte respecto de los vicios en el proceso de formación de los proyectos de ley estatutaria tienen efectos de cosa juzgada y definitiva. Mientras que con relación a su contenido, la Corte Constitucional puede hacer un control posterior por vía de la acción pública de inconstitucionalidad, aunque únicamente con respecto a vicios que “surja[n]con posterioridad al control previo que ella realizó”.  Así lo ha precisado esta misma Corporación en la Sentencias C-011 de 1994 y C-1153 de 2005, en donde expresamente se señaló:

Sobre este particular, valga reiterar, las consideraciones vertidas por la Corte en la sentencia C-011 de 1994, primera sentencia en la cual la Corporación abordó el estudio de una ley estatutaria, después de que fuera expedida la Constitución de 19912.

Los fallos que en ejercicio del control constitucional profiera la Corte Constitucional son, como se anotó, integrales. Por tanto, al momento de confrontar la norma revisada con la preceptiva constitucional, la Corte analiza todos y cada uno de los artículos del proyecto de ley estatutaria a la luz de todos y cada uno de los artículos del estatuto superior. En este sentido, los artículos que la Corte encuentre exequibles es porque son conformes con la totalidad del ordenamiento constitucional. Los que encuentre inexequibles son retirados del ordenamiento jurídico. Por tanto, una vez sancionado el proyecto y convertido en ley de la República, éste goza ya de un juicio de constitucionalidad favorable, constatado por medio de una sentencia.

No sobra agregar que en sentencia de 9 de mayo de 1916 dijo la Corte suprema de Justicia que, tratándose de las objeciones presidenciales a una ley, declarada la exequibilidad, no podía después, por vía de la acción demandarse la ley porque desconocería la autoridad de cosa juzgada. En esa época no existía norma que estableciera la cosa juzgada constitucional hoy expresamente consagrada en el artículo 243 de la Constitución Política.

Ahora bien, las sentencias que la Corte Constitucional profiera en ejercicio del control que nos ocupa. “hacen tránsito a cosa juzgada constitucional”, según el artículo 243 antes citado.

En consecuencia, una ley estatutaria no sólo goza de constitucionalidad integral desde el inicio de su vigencia, sino que la sentencia que así lo constató goza de la fuerza de la cosa juzgada constitucional.

Distinto sería, sin embargo, observa la Corte, el caso en el que el presunto vicio de inconstitucionalidad surja con posterioridad al control previo que ella realizó, evento en el cual ciertamente procede el control de constitucionalidad mediante acción ciudadana, de conformidad con el artículo 241 numeral 4° y 242 numeral 1°.
3. Análisis del proceso de formación del Proyecto de Ley Estatutaria   

El control de constitucionalidad del proceso de formación de los proyectos de ley estatutaria, exige revisar el trámite de los mismos a la luz de los principios y reglas que regulan la actividad legislativa. Los artículo 157 y 158 superiores establecen que las leyes, tanto estatutarias como ordinarias, requieren en su trámite: (i) que el proyecto se publique antes de someterlo a debate en la comisión respectiva; (ii) que el proyecto se apruebe en las comisiones de las cámaras, lo que en todo caso puede hacerse en sesión conjunta; (iii) que el proyecto se apruebe en segundo debate en cada cámara; (iv) que el Gobierno sancione el texto aprobado, lo cual ocurre, en el caso de los proyectos de leyes estatutarias, luego de que se haya realizado el respectivo control de constitucionalidad previo. Además, antes de cada debate (v) el proyecto debe ser anunciado, conforme a lo previsto en el artículo 8° del Acto Legislativo 01 de 2003. 

De otra parte, los artículos 158 y siguientes de la Constitución Política establecen, entre otras previsiones: (vi) que el proyecto debe referirse a una misma materia; (vii) que deben transcurrir los términos establecidos entre los debates en las comisiones y en las plenarias, así como debe mediar un cierto lapso de tiempo entre el traslado del proyecto de una cámara a la otra; y (viii) que el trámite de urgencia, si lo hubiere, debe seguir las reglas establecidas para ello. Además, en el caso específico de las leyes estatutarias, el artículo 153 Superior dispone dos requisitos adicionales: (ix) los proyectos deben ser aprobados por la mayoría absoluta de los miembros de una y otra cámara; y (x) los proyectos deben surtir su trámite en una sola legislatura.  

En el caso del proyecto de ley estatutaria que aquí se revisa, titulado “por medio de la cual se expide el Estatuto Ciudadano Juvenil y se dictan otras disposiciones”, esta Vista Fiscal encuentra que el mismo surtió el siguiente trámite:

3.1. El 22 de julio de 2011 el proyecto original de la Ley Estatutaria fue radicado en la Secretaría General de la Cámara de Representantes por  los Honorable Representantes Carlos Andrés Amaya Rodríguez,  José Joaquín Camelo Ramos, Alejandro Carlos Chacón Camargo, Carlos Alberto Escobar Córdoba,  Jorge Eliecer Gómez Villamizar,  Rafael Antonio Madrid Hodeg,  Rosmary Martínez Rosales,  Víctor Hugo Moreno Bandeira, Roberto Ortiz Urueña,  Álvaro Pacheco Álvarez,  Pedro Pablo Pérez Puerta, Crisanto Pizo Mazabuel, Ángela María Robledo Gómez,  Rubén Darío Rodríguez Góngora, John Jairo Roldan Avendaño,  Rafael Romero Piñeros, Iván Darío Sandoval Perilla,  Orlando Velándia Sepúlveda,  Víctor Raúl Yepes Flórez; así como  por los Honorables Senadores  Guillermo García y Juan Fernando Cristo.

3.2. De conformidad con lo previsto en el numeral 1° del artículo 157 Superior y en el artículo 144 de la Ley 5 de 1992, y cumpliendo con el requisito de “haber sido publicado oficialmente por el Congreso antes de darle curso en la comisión respectiva”, tanto el proyecto de ley como su correspondiente exposición de motivos fueron publicados en la Gaceta del Congreso No. 531 del 28 de julio de 2011, identificándose como el Proyecto de Ley Estatutaria No. 014 de 2011.

3.3. Mediante Comunicación No. C.P.C.P.3.1-044-2011 del 2 de agosto de 2011, y de conformidad con lo establecido en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, fueron designados como ponentes para el primer debate del Proyecto de ley número 014 de 2011, “por medio de la cual expide el Estatuto de Ciudadanía Juvenil y se dictan otras disposiciones”, los Honorables Representantes Camilo Andrés Abril Jaimes, Fernando De La Peña Márquez, Juan Carlos García Gómez, José Rodolfo Pérez Suárez, Hernando Alfonso Prada Gil,  Efraín Antonio torres Monsalve y  Orlando Velándia Sepúlveda. 

3.4. Con Oficio C.P.C.P. 3.1-130-2011 del 1° de septiembre de 2001, los presidentes de la Cámara de Representantes y del Senado de la República ordenaron acumular el Proyecto de Ley 045 de 2011 Senado, “por la cual se expide el Estatuto de Ciudadanía Juvenil y se dictan otras disposiciones”, al Proyecto de Ley 014 de 2011 Cámara, “por medio de la cual se expide el Estatuto de Ciudadanía Juvenil y se dictan otras disposiciones”.
3.5. Mediante Oficio C.P.C.P. 3.1-133-2011 del 6 de septiembre de 2011 el doctor Emiliano Rivera, Secretario de la Comisión Primera Constitucional, informó que el Proyecto de ley número 084 de 2011 Cámara, “por medio de la cual se establece el Estatuto para la Juventud y se deroga la Ley 375 de 1997 y se establecen otras disposiciones”, también quedaba acumulado al mencionado Proyecto de Ley Estatutaria número 014 de 2011 de la Cámara de Representantes.
3.6. El 20 de septiembre de 2011, los Representantes Ponentes presentaron para primer debate el proyecto de Ley Estatutaria 041 de 2011. 

3.7. El informe de la ponencia para primer debate fue publicado, junto con las modificaciones introducidas por los ponentes a los proyectos acumulados, las cuales fueron concertadas con el Gobierno Nacional, en la Gaceta No. 709 del 22 de septiembre del mismo año.

3.7.  En la Gaceta del Congreso No. 777 del 14 de octubre de 2011 se publicó la enmienda al texto propuesto para primer debate del proyecto de Ley Estatutaria. 

3.8. El 18 de octubre de 2011, según el Acta No. 17 de ese día, el proyecto de Ley Estatutaria fue considerado y aprobado, en su versión enmendada, en la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, con algunas modificaciones.

3.9. El Informe de Ponencia para Segundo Debate del proyecto de Ley Estatutaria fue publicado en las Gacetas del Congreso No. 813 del 2 noviembre y 954 del 12 de diciembre de 2011. 

3.10. Previo anuncio realizado el 8 de noviembre de 2011 y consignado en el Acta No. 97 de la Sesión Plenaria, el proyecto de Ley Estatutaria fue considerado y aprobado con 86 votos en sesión plenaria de la Cámara de Representantes el 9 de noviembre del mismo año, y el texto definitivo del mismo fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 864 del 18 de noviembre de 2011. 

3.11. La ponencia para primer debate en el Senado del proyecto de Ley Estatutaria 169 de 2011-Senado, 014 de 2011-Cámara, acumulado con el proyecto de Ley No. 045 de 2011-Senado, 084 de 2011-Cámara, fue publicada en el Acta No. 907 del 29 de noviembre de 2011. 

3.12. El 1° de diciembre de 2011 el proyecto de Ley Estatutaria fue aprobado en la Comisión Primera del Senado de la República, con ponencia del Honorable Senador Juan Fernando Cristo, y se agregó como ponente para el debate ante la Plenaria del Senado al Honorable Senador Luis Carlos Avellaneda.

3.13. En la Gaceta del Congreso No. 954 del 12 de diciembre de 2011 se publicó el informe de ponencia para segundo debate en el Senado de la República del proyecto de Ley Estatutaria con algunas modificaciones. 

3.14. El anuncio para la discusión y aprobación de la ponencia para segundo debate del Proyecto de Ley Estatutaria fue publicado en la Gaceta del Congreso No. 39 del 16 de febrero de 2012, en donde se encuentra el Acta No. 27 de la sesión ordinaria del día lunes 12 de diciembre de 2012. 

3.14. El Proyecto de Ley Estatutaria fue considerado y aprobado en sesión ordinaria del Senado de la República el 13 de diciembre de 2011, según consta en la Gaceta del Congreso No. 045 de 2011, en donde se publicó el Acta No.28 del 13 de diciembre de 2011.

3.15. El 13 de diciembre de 2011, según consta en el Acta No. 28 de la Sesión Ordinaria, publicada en la Gaceta No. 45 del 2 de marzo de 2012, la Sesión Plenaria del Senado de la República consideró para segundo debate el Proyecto de Ley Estatutaria No. 014 de 2011-Cámara, 169 de 2011-Senado, acumulado con los proyectos No. 045 de 2011-Senado y 084 de 2011-Cámara. En dicha sesión, se aprobó por unanimidad, con 76 votos, la proposición positiva con que termina el informe de ponencia del proyecto de Ley Estatutaria, se aprobó por unanimidad, con 65 votos, la omisión de la lectura del articulado del proyecto con las modificaciones propuestas y, finalmente, y se designó a los Honorables Senadores Juan Fernando Cristo Bustos, Luis Carlos Avellaneda y Juan Francisco Lozano Ramírez, “para que con la Comisión Accidental designada por la Presidencia de la honorable Cámara de Representantes, concilien las discrepancias surgidas en la aprobación del proyecto” de Ley Estatutaria 

3.16. El 13 de diciembre de 2011, la Comisión Accidental de Mediación designada por el Senado de la República y la Cámara de Representantes, integrada por los Honorables Senadores Juan Fernando Cristo Burgos, Luis Carlos Avellaneda Tarazona (ausente) y Juan Francisco Lozano Ramírez, y por los Honorables Representantes de la Cámara, Orlando Velándia Sepúlveda, Augusto Posada y Carlos Andrés Amaya Rodríguez, presentaron a los Presidentes del Senado de la República y de la Cámara de Representantes el informe en donde señalaron que aprobaban el texto también aprobado por el Senado de la República, con excepción del numeral 15 del artículo 4, literal f) del artículo 51, así como los artículos 61 a 67 y otros dos artículos finales del texto, los cuales fueron aprobados por la Cámara de Representantes y, posteriormente, acogidos en el texto final.    

3.17. El día 14 de diciembre de 2011, según consta en el Acta No. 29 de la Sesión Ordinaria del Senado de la República publicada en la Gaceta del Congreso No. 46 del viernes 2 de marzo de 2012, se presentó a consideración de la Plenaria y se aprobó “con el quorum constitucional requerido” de 99 Honorables Senadores el informe presentado por la Comisión de Mediación creada por los Presidentes del Senado de la República y de la Honorable Cámara de Representantes para conciliar las discrepancias surgidas con respecto al Proyecto de Ley Estatutaria No. 014 de 2011-Cámara, 169 de 2011-Senado, acumulado con los proyectos No. 045 de 2011-Senado y 084 de 2011-Cámara, el cual había sido presentado por esa Comisión a las plenarias del Senado y de la Cámara de Representantes en diciembre de 2011 y publicado en la Gaceta No. 965 de 2011.

3.18. El 14 de diciembre de 2011, según consta en el Acta de Sesión Plenaria No. 108, publicada en la Gaceta del Congreso No. 94 de 2012, la Sesión Plenaria de la Cámara de Representantes consideró y aprobó con 90 votos el informe de la Comisión Accidental de Mediación al Proyecto de Ley Estatutaria No. 014 de 2011-Cámara, 169 de 2011-Senado, acumulado con los proyectos No. 045 de 2011-Senado y 084 de 2011-Cámara, el cual había sido presentado por esa Comisión a las plenarias del Senado y de la Cámara de Representantes y publicado en la Gaceta No. 965 de 2011. Lo anterior, previo anuncio realizado el 13 de diciembre del mismo año que consta en Acta de Sesión Plenaria No. 107 de 2011.         

Luego de revisar los cuatro debates en las cámaras, esta Vista Fiscal encuentra que: 

(i) El Proyecto fue tramitado entre el 22 de julio y el 14 de diciembre de 2011 y, por tanto, en la legislatura comprendida entre el 20 de julio de 2010 y el 20 de junio de 2011, con lo cual se cumplió con lo previsto en el artículo 153 Superior; 

(ii) Entre el primer y el segundo debate en cada una de las cámaras medió un término superior a ocho días y entre la aprobación del Proyecto en la Cámara de Representantes y el inicio del trámite en el Senado de la República medió un término superior a quince días, según las actas, certificaciones y gacetas correspondientes, por lo que se cumplió con lo previsto en el artículo 160 Superior;
(iii) En los informes de ponencia para las cámaras plenas para segundo debate se consideraron la totalidad de las propuestas que fueron consideradas por cada Comisión y las razones que determinaron su rechazo, lo que también sucedió con el informe de la respectiva Comisión de Mediación, por lo que se cumplió el requisito establecido en este sentido en el mismo artículo 160 Superior;

(iv) En los cuatro debates se hicieron los respectivos anuncios previos a la votación de las ponencias en los términos del artículo 8° del acto Legislativo 01 de 2003, incorporado al artículo 160 Superior;

(v) El Proyecto fue aprobado por mayorías absolutas en las respectivas sesiones plenarias, como corresponde para el caso de los proyectos de Ley Estatutaria;  

(vi) El Proyecto fue publicado oficialmente por el Congreso antes de ser tramitado y, posteriormente, fue aprobado en primer debate en la comisión permanente de cada cámara y en segundo debate por las respectivas plenarias, cumpliendo lo previsto en el artículo 157 Superior; 

(vii) Que la Comisión de Mediación se ocupó sólo de los puntos divergentes entre las cámaras y que no se incluyó aspectos nuevos no debatidos o votados en las mismas; 

(viii) Que el informe de la Comisión de Mediación fue publicado y aprobado por cada una de las plenarias, previos los anuncios correspondientes, cumpliendo con lo dispuesto en el artículo 8° del acto Legislativo 01 de 2003.

Por lo expuesto, debe concluirse que en el proceso de formación del Proyecto de Ley Estatutaria, en estudio, atendiendo a lo que se ha podido examinar con fundamento en los elementos de prueba disponibles y de conformidad con las certificaciones otorgadas por los Secretarios correspondientes, no se incurrió en vicio alguno. 
4. Análisis del contenido del Proyecto de Ley Estatutaria
4.1. El contenido del Proyecto del Ley Estatutaria 
El Proyecto de Ley Estatutaria No.169 de 2011, “por medio del cual se expide el Estatuto de Ciudadanía Juvenil y se dictan otras disposiciones”, según se precisa en su artículo 1°, tiene por objeto “[e]stablecer el marco institucional  para garantizar a todos los y las jóvenes el ejercicio pleno de la ciudadanía juvenil en los ámbitos, civil o personal, social y público, el goce efectivo de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno y lo ratificado en los Tratados Internaciones, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su realización, protección y sostenibilidad; y para el fortalecimiento de sus capacidades y condiciones de igualdad de acceso que faciliten su participación e incidencia en la vida social”.  

Por esta razón, el proyecto tiene cinco (5) finalidades específicas, explicitadas en su artículo 2°, como son las siguientes: 

“1. Garantizar el reconocimiento de las juventudes en la sociedad como sujeto de derechos y protagonistas del desarrollo de la Nación desde el ejercicio de la diferencia y la autonomía.

2. Definir la agenda política, los lineamientos de políticas públicas e inversión social que garanticen el goce efectivo de los derechos de las juventudes en relación con la sociedad y el Estado; la articulación en todos los ámbitos de gobierno, la cualificación y armonización de la oferta y el proceso de formación política y técnica dirigida a los jóvenes, servidores públicos y sociedad en general.

3. Garantizar la participación, concertación e incidencia de las y los jóvenes sobre decisiones que los afectan en los ámbitos social, económico, político, cultural y ambiental de la Nación.

4. Posibilitar y propender el desarrollo de las capacidades, competencias individuales y colectivas desde el ejercicio de derechos y deberes orientados a la construcción de lo público.

5. Promover relaciones equitativas entre generaciones, géneros y territorios, entre ámbitos como el rural y urbano, público y privado, local y nacional”.
De conformidad con lo anterior, los artículos 3°, 4° y 5° del Proyecto establecen una serie de reglas para la interpretación de las normas en él establecidas, como son: a) señalar que las disposiciones de la Constitución y del bloque de constitucionalidad pertinentes, así como cuatro enfoques fundamentales, se entienden unas y otros como integrados a la norma;  b) presentar dieciocho (18) principios orientadores de la interpretación y aplicación de las normas inspirados en la Constitución Política;  y c) adoptar una serie de definiciones sobre conceptos y términos determinantes para la correcta comprensión y complimiento de la Ley.  
Por su parte, el Título II establece los derechos (artículo 6°) y deberes (artículo 10°) de las juventudes; así como los criterios “para garantizar el goce real y efectivo” de esos derechos (artículo 7°); las medidas de prevención (6), protección (8) y promoción (41) que “[e]l Estado[,] en coordinación con la sociedad civil, implementará gradual y progresivamente […para] garantizar el ejercicio pleno de la ciudadanía juvenil que permitan a las y los jóvenes realizar su proyecto de vida y participar en igualdad de derechos de derechos y deberes en la vida social, política, económica y cultural del país” (artículo 8°); y las obligaciones del Ministerio Público para “garantizar el cumplimiento de los derechos descritos y las obligaciones por parte del Estado en relación con los mismos” y la competencia de “la dependencia encargada de al coordinación de juventud en la Nación y en cada ente territorial […para convocar] una audiencia pública de rendición de cuentas cada año de carácter obligatorio” (artículo 9°).    
El Título III del Proyecto de Ley Estatutaria establece las “Políticas de Juventud”, comenzando por su definición en el artículo 11, y continuando con la precisión de su carácter trasversal (artículo 12); de sus condiciones y de la conformidad que deben tener con el “Sistema Nacional de juventudes” (artículo 13); de sus principios (artículo 14); de las competencias para su diseño y ejecución (artículo 15); de las competencias generales de las entidades departamentales, distritales y municipales y las competencias específicas de cada una (artículos 16 a 19); del procedimiento y los plazos para la formulación de las políticas de juventud (artículo 20). Finalmente, el artículo 21 establece la obligación de “las entidades de los entes territoriales y la entidad rectora del Sistema Nacional de Juventudes” de presentar informes anuales a los consejos municipales y distritales, las Asambleas Departamentales y el Congreso de la República.

El Título IV del Proyecto de Ley Estatutaria regula todo lo relativo al “Sistema Nacional de Juventudes”, definiéndolo (artículo 22) y estableciendo sus funciones (artículo 23); precisando los subsistemas que lo conforman (artículo 24) y la definición de cada uno; señalando su finalidad, integrantes, funciones, funcionamiento, autoridades y su estructura, entre otros (artículos 25 a 72); y definiendo el “sistema de gestión y conocimiento” (artículo 73), sus procesos (artículo 74) y la capacidad de reglamentación del gobierno relativa al mismo (artículo 75). 

Por último, el Título V del Proyecto de Ley Estatutaria trae una serie de disposiciones finales en donde se modifica el numeral 3° del artículo 2° de la Ley 1010 de 2006, “por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo”; se fija un plazo máximo de un (1) año, contado “a partir de la conformación del Consejo Nacional de Juventud, para generar un plan de acción[,] aprobado por el Consejo Nacional de Políticas Públicas de la juventud[,]  que conduzca a la operación y garantías establecidas en esta ley, así como a la implementación de las instancias, mecanismos y procesos establecidos en el Sistema Nacional de las juventudes” (artículo 77); se señalan las obligaciones de “la institución encargada de la cooperación internacional en el Gobierno Nacional” para fortalecer “los objetivos fijados en cooperación internacional orientando recursos para fortalecer programas y proyectos dirigidos a la juventud en materia de acceso a educación, salud, empleo, recreación, cultura, medio ambiente y tecnología”; se establece la “Semana Nacional de las Juventudes” (artículo 79); se especifican las fuentes de financiación para el desarrollo de la Ley (artículo 80); se otorgan facultades extraordinarias al Presidente de la República, por el término de seis (6) meses, “para expedir por medios de decretos con fuerza de ley, la regulación de los derechos y garantías de las y los jóvenes pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, Rom y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en lo relativo a la implementación de la política diferencial prevista en la presente ley” (artículo 81), “con el fin de respetar la cultura y existencia de estos pueblos tradicionales”: y se establece la entrada en vigencia inmediata de la Ley y la derogación de la Ley 375 de 1997, “Por la cual se crea la ley de la juventud” y demás disposiciones que le sean contrarias.

4.2.  Naturaleza del Proyecto de Ley 
Hecha la síntesis anterior sobre el contenido de la Ley Estatutaria sub examine, esta Vista Fiscal considera pertinente señalar, en primer lugar, que, de conformidad con el artículo 152 de la Constitución Política, el Congreso de la República debe regular lo relativo a los “[d]erechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección”, así como “[l]as instituciones y mecanismo de participación ciudadana”; y en segundo lugar, que de conformidad con lo anterior se ha señalado en la jurisprudencia constitucional que, deben “tramitarse a través de una ley estatutaria: (i) los elementos estructurales del derecho fundamental definidos en la Constitución, (ii) cuando se expida una normatividad que consagre los límites, restricciones, excepciones y prohibiciones que afecten el núcleo esencial, (iii) cuando el legislador tenga la pretensión de regular la materia de manera integral, estructural y completa la regulación del derecho, (iv) que aludan a la estructura general y principios reguladores y (v) que refieran a leyes que traten situaciones principales e importantes de los derechos” (Sentencia C-818 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 
Considerando las dos razones citadas esta Vista Fiscal considera que resulta adecuado al texto constitucional que, como pretende hacerlo el Legislador, el “Estatuto de Ciudadanía Juvenil” sea adoptado por medio de una Ley Estatutaria. Lo anterior, atendiendo sobre todo al objeto (artículo 1°) y a las finalidades (artículo 2°) de la Ley sub examine, pues allí precisamente se regulan “los derechos y deberes de las juventudes” (Título II), entendiéndose allí por joven “toda persona entre los 14 y 28 años cumplidos en procesos de consolidación de su autonomía intelectual, física, moral económica, social y cultural que hace parte de una comunicad política y en ese sentido ejerce su ciudadanía” (artículo 5°, numeral 1) y, por tanto, haciéndose alusión a un grupo de personas que la Constitución Política, los tratados internacionales de derechos humanos y la Legislación nacional reconocen como sujetos de especial protección (artículos 44 y 45).  

En efecto, el artículo 44 constitucional dispone expresamente que “[l]os derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás” y reconoce como derechos fundamentales “la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión”, además del derecho a ser protegidos “contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos” y todos “los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia”. Mientras el artículo 45 Superior dispone que “[e]l adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral […y que el] Estado y la sociedad garantizarán la participación activa de los jóvenes en los organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y progreso de la juventud”. 

Por su parte, en el bloque de constitucional encontramos: (i) que en la Declaración Universal de los Derechos Humanos se dispone que “[l]a maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales”, (artículo 25); (ii) que en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado mediante la Ley 74 de 1968, se señala que “1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre. 3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad” (Artículo 24) y que “[t]odos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores;  c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país” (Artículo 25).

Por último, que en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, también aprobado mediante la Ley 74 de 1968, se establece que “[s]e deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil” (Artículo 10, numeral 3.
De manera más específica, en la Declaración Universal de los Derechos del Niño, suscrita el 20 de noviembre de 1959, se dispone que “[e]l niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensando todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse en buena salud; con este fin debería proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y posnatal. El niño tendrá derecho, a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados” (principio 2°). 

En el mismo sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aprobada mediante la Ley 12 de 1991, y en donde “se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad” (Artículo 1°), se dispone expresamente: (i) que “[l]os Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales” (Artículo 2°, numeral 1); (ii) que “[e]n todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño” (Artículo 3, numeral 1); y (iii) que “[l]os Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional” (Artículo 4°); entre otras.
De otra parte, en la Convención Interamericana de Derechos Humanos, suscrita en noviembre de 1969 y aprobada en Colombia mediante la Ley 16 de 1972, se dispone expresamente que “[t]odo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado” (Artículo 19).       
Finalmente, en la legislación de orden nacional, en el “Código de la Infancia y la Adolescencia” (Ley 1098 de 2006), cuyo objeto “es establecer normas sustantivas y procesales para la protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución y en las leyes, así como su restablecimiento” y en donde, “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34 del Código Civil
, se entiende por niño o niña las personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente las personas entre 12 y 18 años de edad” (Artículo 3°); se establece expresamente que “[s]e entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus derechos humanos, que son universales, prevalentes e interdependientes”, entre otras. 

Por todo lo anterior, se reitera, en concepto del Ministerio Público es claro que el medio por medio del cual se establezca “el marco institucional  para garantizar a todos los y las jóvenes el ejercicio pleno de la ciudadanía juvenil en los ámbitos, civil o personal, social y público, el goce efectivo de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno y lo ratificado en los Tratados Internaciones, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su realización, protección y sostenibilidad; y para el fortalecimiento de sus capacidades y condiciones de igualdad de acceso que faciliten su participación e incidencia en la vida social” (Artículo 1°), como es el objeto específico del “Estatuto de Ciudadanía Juvenil”, efectivamente debe ser una Ley Estatutaria, toda vez que el Constituyente estableció este tipo de leyes precisamente para regular los “[d]erechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección”, así como “[l]as instituciones y mecanismo de participación ciudadana” (Artículo 152 Superior) y los destinatarios del Proyecto de Ley sub examine son sujetos de especial protección constitucional. 

4.3. Características constitucionales de las leyes estatutarias
Hechas las anteriores consideraciones, sea pertinente señalar algunas de las características y propósitos de las leyes estatutarias, de conformidad con lo señalado en la jurisprudencia constitucional, con el fin de evaluar en detalle el proyecto de ley sub iudice. 

En reiteradas ocasiones la Corte Constitucional ha señalado que “[e]l artículo 152 de la Constitución introdujo la llamada cláusula de reserva de ley estatutaria, según la cual la regulación de ciertas materias debe hacerse mediante ese tipo cualificado de ley. Seguidamente, el artículo 153 ejusdem consagró las características especiales de dichas leyes, que consisten en un procedimiento más complejo de aprobación, derivado de su trámite en una sola legislatura; de la necesidad de mayorías absolutas en el Congreso para su expedición, modificación o derogación; y del control previo de constitucionalidad asignado a esta corporación”  (Sentencia C-902 de 2011. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). 

De manera más específica, esta misma Corporación ha señalado que “la introducción de las leyes estatutarias en el derecho colombiano se fundamenta principalmente en tres argumentos: i) la naturaleza superior de este tipo de normas requiere superior grado de permanencia en el ordenamiento y seguridad jurídica para su aplicación; ii) por la importancia que para el Estado tienen los temas regulados mediante leyes estatutarias, es necesario garantizar mayor consenso ideológico con la intervención de minorías, de tal manera que las reformas legales más importantes sean ajenas a las mayorías ocasionales y, iii) es necesario que los temas claves para la democracia tengan mayor debate y consciencia de su aprobación, por lo que deben corresponder a una mayor participación política” (Ibídem). 

Al mismo tiempo, en la jurisprudencia constitucional también se ha decantado que “el tipo de desarrollo y el grado de detalle de la regulación que la Constitución exige al legislador estatutario dependen de la clase de materia”, por lo que “en relación con los mecanismos de participación ciudadana, […]  ha señalado que aquellas disposiciones que comprometen los elementos estructurales  del derecho de participación deben ser tramitadas como estatutarias. […y, por]  consiguiente, ‘aquel reducto  esencial que es absolutamente necesario para que tal derecho pueda ser ejercido y sea efectivamente tutelado, debe ser regulado mediante este trámite especial’”; mientras “[r]especto de los derechos fundamentales, el asunto es más problemático si se tiene en cuenta que la aplicación estricta de la reserva de ley estatutaria anularía el contenido de la competencia del legislador ordinario, en tanto directa o indirectamente, toda regulación se refiere o afecta un derecho fundamental […y por] lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha buscado el establecimiento de ciertas reglas que permitan la armonización del artículo 152 con el 150 Superior, de manera tal que se mantenga un amplio margen de regulación por parte del legislador, pero se impida la restricción de mínimos de protección de los derechos fundamentales sin el consenso y el debate político propio de las sociedades democráticas”.

Estos criterios o reglas, relativos a la reserva de ley estatutaria por el desarrollo de derechos fundamentales,  fueron sintetizados en la Sentencia C-756 de 2008, y entre ellos se destacan, para el estudio del Proyecto de Ley sub examine, los siguientes:

a) “La regla general es la regulación por parte del legislador ordinario”;
b) “La regulación estatutaria u ordinaria no se define por la denominación adoptada por el legislador, sino por su contenido material”;

c) “Las regulaciones integrales de los derechos fundamentales debe realizarse mediante ley cualificada”; y 
d) “Los elementos estructurales esenciales del derecho fundamental deben regularse mediante ley estatutaria[,] ‘de tal forma que si un derecho tiene mayor margen de configuración legal, será menor la reglamentación por ley estatutaria’. De esta forma, es claro que la regulación puntual y detallada del derecho corresponde al legislador ordinario, [ya que…] ‘las leyes estatutarias están encargadas de regular únicamente los elementos estructurales esenciales de los derechos fundamentales y de los mecanismos para su protección, pero no tienen como objeto regular en detalle cada variante de manifestación de los mencionados derechos o todo aquellos aspectos que tengan que ver con su ejercicio, porque ello conduciría a una petrificación del ordenamiento jurídico’” (Sentencia C-818 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).

De igual forma, en esta última Sentencia la Corte Constitucional también se explicó que “[e]n cuanto a la exigencia contenida en el literal a) del artículo 152 Superior, referida a que deben tramitarse como estatutarias aquellas leyes que se refieran a los derechos y deberes fundamentales de las personas y a los procedimientos y recursos para su protección, esta Corporación ha adoptado criterios restrictivos de interpretación de dicha obligación [así:] 

a) “[C]riterio de la integralidad[. Supone que] la exigencia de ley estatutaria sólo se aplica a la regulación que tenga la pretensión de ser ‘integral, completa y sistemática’, que se haga de los derechos fundamentales.  Este criterio fue expuesto en la Sentencia C-425 de 1994  y reiterado por pronunciamientos posteriores [...en donde se ha señalado que…] ‘la Constitución Política de 1991 introdujo la modalidad de las leyes estatutarias para regular algunas materias respecto de las cuales quiso el Constituyente dar cabida al establecimiento de conjuntos normativos armónicos e integrales, caracterizados por una mayor estabilidad que la de las leyes ordinarias, por un nivel superior respecto de éstas, por una más exigente tramitación y por la certeza inicial y plena acerca de su constitucionalidad’ (Subrayas fuera del original)”
b) “[C]riterio de interpretación restringida[. Señala] que debe[n] tramitarse por Ley Estatutaria, aquellas iniciativas cuyo objeto directo sea desarrollar el régimen de los derechos  fundamentales o de alguno de ellos en particular.  En efecto, sobre este asunto, en la Sentencia C-013 de 1993, [… en donde se sostuvo que] ‘las leyes estatutarias sobre derechos fundamentales tienen por objeto desarrollarlos y complementarlos’, [por lo que,] ‘si el objeto de la ley es regular materias relacionadas con un derecho fundamental, pero no el derecho fundamental en sí mismo, el trámite de ley estatutaria no es requerido’”. 
c) “[C]riterio de interpretación restringida […]  para interpretar el artículo 152 de la Constitución[. Implica que] ‘solamente se requiere de este trámite especial cuando la ley regula “de manera integral un mecanismo de protección de derechos fundamentales’,  siempre que se trate de un mecanismo constitucional necesario e indispensable para la defensa y protección de un derecho fundamental (Subrayas fuera del original)’.
d) “[Criterio de] afectación o desarrollo de  los elementos estructurales de un derecho fundamental”. [Indica que] la reserva de ley estatutaria no se predica de la regulación de ‘todo evento ligado a los derechos fundamentales’ sino ‘solamente los elementos estructurales esenciales de los derechos fundamentales’, de modo que las leyes estatutarias no deben regular en detalle cada variante o cada manifestación de dichos derechos o todos aquellos aspectos que tengan que ver con su ejercicio” (Sentencia C-818 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).

De otra parte, aunque en coherencia con lo anterior, la Corte Constitucional también se ha dado a la tarea de precisar que “cuando el legislador regula de manera integral, estructural y completa un derecho fundamental, requiriendo para una ello el trámite consagrado en el artículo 153 Constitucional, la pretensión de integralidad y exhaustividad debe referirse a los elementos estructurales del derecho, es decir, […] (i) a las prerrogativas que se derivan del derecho y que se convierten en obligaciones para los sujetos pasivos, (ii) a los principios que guían su ejercicio –cuando haya lugar, y (iii) a las excepciones a su régimen de protección y otras limitaciones de orden general” (Ibídem).
Finalmente, esta Corporación ha explicado que “tanto leyes estatutarias, como leyes orgánicas tienen materias a ellas reservadas, las cuales determinan exclusividad en la posibilidad de regulación, dando como resultado la imposibilidad que dichas materias sean reguladas por una disposición o precepto de naturaleza diferente al establecido en la Constitución”. En otras palabras, ha precisado que “de acuerdo con la Corte Constitucional, la relación entre ley ordinaria y ley estatutaria debe entenderse determinada por el principio de competencia, que asigna un espacio propio a cada tipo de ley, implicando que ciertos temas sólo podrán ser regulados por un específico tipo legal que, a su vez, sólo podrá referirse a los temas a él asignados” pues, en efecto, “el principio de competencia implica que sólo por medio de ley estatutaria se traten los temas mencionados en el artículo 152 de la Constitución. Pero, a su vez, también establece un ámbito de desarrollo preciso para la ley estatutaria, de manera que por medio de ésta no se podrá regular tema distinto a los expresamente determinados por el precepto constitucional mencionado” (Sentencia SU-938 de 2010, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto).

4.4. Análisis específico del Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice
A pesar de la acertada selección que hizo el Legislador sobre el tipo de Ley que debería proferirse para adoptarse el Estatuto de Ciudadanía Juvenil, esta Vista Fiscal considera que resulta inapropiada la diversidad de definiciones que existen dentro del ordenamiento jurídico sobre los conceptos de niño, niña, adolescente, joven, etc. y, de manera específica, advierte que las definiciones que el Proyecto de Ley Estatutaria objeto del presente concepto hace de los conceptos “joven”, “juventudes” y” juvenil”, se apartan e incluso contradicen las definiciones de estos mismos conceptos que contienen las normas del bloque de constitucionalidad pertinentes, las cuales prevalecen y deben prevalecer sobre el ordenamiento interno (Artículo 93 Superior). 

En efecto, más allá de la libertad de configuración del legislador, y sin perjuicio de que una falta de técnica legislativa no necesariamente supone un vicio de constitucionalidad, es indudable que el Proyecto de Ley Estatutaria en discusión otorga un trato privilegiado y, por tanto, distinto o desigual a quien allí se entiende como joven (“persona entre los 14 y 28 años cumplidos”) y quien las normas internaciones de derechos humanos, y específicamente la Declaración Universal de los Derechos del Niño, llaman “niño” (persona entre los 0 y los 18 años), lo que a su vez contradice algunas normas ya citadas del Código de la Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006). 

Además, sin perjuicio de “[l]as leyes civiles y penales traen tratamientos diferenciados a los niños”, como recientemente lo reconoció la Sala Plena de la Corte Constitucional (Sentencia C-876 de 2011m M.P. Mauricio González Cuervo), esta discriminación injustificada y contraria a la definición, clasificación y ámbito de protección constitucional resulta particularmente grave cuando se presenta en una Ley Estatutaria, como es el caso del proyecto sub examine, toda vez que una ley de esta naturaleza, como se ha explicado en la jurisprudencia constitucional, incluso sirve de parámetro para el control constitucional de las leyes ordinarias (Sentencia C-228 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), lo que significaría que tendríamos una contradicción entre lo que dice la Ley Estatutaria, la cual sirve de referente constitucional pertinente, y lo que dice el bloque de constitucionalidad; así como una posible causa de inconstitucionalidad por consecuencia (Sentencia C-228 de 2009, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto) de las distintas otras normas del orden nacional que contienen definiciones distintas a las contendidas en el Proyecto de Ley Estatutaria. 
Por esta razón, esta Vista Fiscal considera que si el Congreso de la República desea reglamentar por vía de Ley Estatutaria los derechos y deberes de los jóvenes, entre otras disposiciones, debe hacerlo de conformidad con las normas pertinentes del bloque de constitucionalidad y unificando, si es el caso, las leyes ordinarias relativas a esas mismas temáticas en lo que resulte pertinente. Pero, en este mismo sentido, que no le está permitido al Legislador adoptar sus propias clasificaciones y definiciones, al margen de las que se han hecho en los instrumentos internacionales de derechos humanos debidamente suscritos, aprobados y ratificados por Colombia, dando un tratamiento desigual a los sujetos que el ordenamiento jurídico internacional de los derechos humanos otorga el mismo tratamiento. 

Además, debe destacarse que la distinción o discriminación no permitida señalada, contraría también las “reglas de interpretación y aplicación” que el mismo Proyecto de Ley Estatutaria contiene en su artículo 3°, en donde expresamente se dispone que “[l]as normas contenidas en la Constitución Política y en los Tratados o Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia, en especial la Convención sobre los Derechos del Niño en lo que les aplicable, harán parte integral de esta ley, y servirán de guía para su interpretación” y, al mismo tiempo, se indica que deberán tener en cuenta diferentes enfoques, comenzando por el “Enfoque de Derechos Humanos [… relativo al] marco que imponen los Tratados Internacionales de Derechos Humanos”.  
Por lo tanto, atendiendo a la naturaleza y jerarquía dentro del ordenamiento jurídico colombiano de los instrumentos internacionales de derechos humanos, así como a la naturaleza y propósitos de las Leyes Estatutarias en general, y la Ley Estatutaria sub iudice en particular, esta Vista Fiscal considera pertinente que la Corte Constitucional solicite al Congreso de la República que las definiciones de los sujetos cuyos derechos fundamentales son objeto del Estatuto de Ciudadanía Juvenil, se armonicen con las definiciones de los mismos contenidos en los respectivos instrumentos internacionales y, a su vez, unifiquen o sirvan de referente constitucional claro para las distintas definiciones que sobre estos mismos conceptos (y sujetos) se encuentran en el ordenamiento jurídico interno.  
De otra parte, en relación con la definición que el Proyecto de Ley Estatutaria hace de “juventudes” como el “segmento poblacional construido socioculturalmente que alude a unas practicas, relaciones, estéticas y características que se construyen y son atribuidas socialmente. Esta construcción se desarrolla de manera individual y colectiva por esta población, en relación con la sociedad. Es además un momento vital donde se están consolidando las capacidades físicas intelectuales y morales” y de “juvenil” como “el [p]roceso subjetivo atravezado por la condición y el estilo de vida articulados a las construcciones sociales. Las realidades y experiencias juveniles son plurales, diversas y heterogéneas, de allí que las y los jóvenes no puedan ser comprendidos como entidades aisladas, individuales y descontextualizadas, sino como una construcción cuya subjetividad está siendo transformada por las dinámicas sociales, económicas y políticas de las sociedades a cuyas sociedades también aportan”; esta Vista Fiscal considera que, sin perjuicio de la amplia libertad y autonomía de la constitucionalmente goza el Legislador, las definiciones citadas se apartan sustancialmente de la definición de niño contenida en algunos instrumentos internacionales ya citados pero, además, agrega elementos novedosos que, al menos a primera vista, parecen carecer de soporte jurídico o científico alguno y podrían implicar también la violación de derechos y conceptos constitucionales relevantes. 

En efecto, para el Ministerio Público resulta contradictorio que el denominado Estatuto de Ciudadanía Juvenil, al mismo tiempo que pretende “[g]arantizar el reconocimiento de las juventudes en la sociedad colombiana como sujeto de derechos y protagonista del desarrollo de la Nación desde el ejercicio de la diferencia y la autonomía” (Artículo 2°, numeral 1), defina las “juventudes” o la juventud no como un grupo de personas o sujetos de derechos sino, por el contrario, como un “segmento poblacional” que, además, en lugar de ser reconocidos, en tanto que tienen un naturaleza específica que la sociedad y el Estado reconocen y deben proteger pues tienen unos derechos que les son inherentes (artículo 5° constitucional) y unas condiciones objetivas especiales que les hacen merecedores de una consideración o tratamiento especial (artículo 13 constitucional y normas ya citadas del bloque de constitucionalidad), en realidad es “construido socioculturalmente” y se define por “unas prácticas, relaciones, estéticas y características que se construyen y son atribuidas socialmente[…;] construcción [que] se desarrolla de manera individual y colectiva por esta población, en relación con la sociedad”. 

En otras palabras, para esta Vista Fiscal es contrario al reconocimiento de la juventud y de los jóvenes como portadores de derechos y sujetos “intangibles e inalienables” (numeral 10 del artículo 4° del Proyecto de Ley Estatutaria) de especial protección constitucional y legal —en tanto la juventud supone “un momento vital en donde se están consolidando las capacidades físicas, intelectuales y morales”, como también se dice en el numeral 2 del artículo 2° del Proyecto de Ley—, definir la juventud como una construcción sociocultural o un constructo social, así como lo “juvenil” como un “[p]roceso subjetivo atravesado por la condición y el estilo de vida articulados a las construcciones sociales”. 

Para el Ministerio Público, tales definiciones no sólo difieren sino que contradicen las definiciones constitucionales de los niños y de los adolescentes  y sus derechos (artículos 44 y 45 Superiores), en donde se reconoce que ellos son y, por tanto, que tienen unos derechos que les son inherentes, y en ninguna parte se dice que ellos simplemente se construyen o que a ellos simplemente se les atribuyan derechos. 

En este mismo sentido, baste recordar que la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Declaración Universal de los Derechos del Niño y, en general, todos los instrumentos internacionales de derechos humanos, tanto de orden universal como de orden interamericano, reconocen expresamente que todas las personas, los seres humanos o los miembros de la especie humana tienen unos derechos inherentes o naturales (“todas las personas sin excepción tienen iguales derechos”, dice también el numeral 18 del artículo 4° del Proyecto de Ley Estatutaria) que no son constituidos, concedidos o atribuidos sino reconocidos y, por tanto, que en el caso específico de los niños, las niñas y los adolescentes, la positivización de sus derechos también es un solo reconocimiento de algo que les es propio o les es debido en razón de sus condiciones,  pero no de algo que la sociedad construye, otorga y que, por tanto, de igual forma podría quitar o modificar. Tal interpretación es, para la Procuradora General de la Nación (E), totalmente contraria al espíritu de los derechos humanos y del derecho constitucional, por lo que sería especialmente contraproducente permitirla en una Ley Estatutaria. Por esta razón, esta Jefatura insistirá en lo relativo a su armonización y unificación con las normas y criterios constitucionales e internacionales, lo que también entiende como necesario para cumplir con los enfoque de interpretación y aplicación de la Ley Estatutaria que se propone en el artículo 3° del Proyecto. 

Ésta es, por demás, una exigencia del artículo 2° constitucional, relativa a los fines esenciales del Estado, según la cual: “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. Una norma constitucional de la que se desprende, por tanto, que el Estado no protege un “constructo” o “constructos” sociales, sino personas, esto es, seres humanos singularizados y especificados. 

Reconoce esta Vista Fiscal la necesidad de armonizar los conceptos para la protección de la infancia, la adolescencia y la juventud, además, porque la regulación actualmente existente (legislación civil y legislación de infancia) efectivamente no es unánime al determinar cuál es el periodo de años que corresponde a cada uno de estos ciclos vitales. Así, para la legislación nacional e internacional de infancia, niño o niña es la persona, nacida o no nacida, menor de 18 años. El joven, de conformidad, con la misma legislación es el joven adolescente (entre 14 años y antes de cumplir los 18 años de edad) y el joven adulto (de 18 años a 26 años, según la Ley 375 de 1997 o de 18 a 28 años, de conformidad con el Proyecto de Ley Estatutaria objeto de debate constitucional). Sin embargo, la determinación del ciclo vital es fundamental para determinar las personas que son beneficiarias de una especial protección constitucional y respecto de la cual pueda predicarse que sus derechos prevalecen sobre los derechos de los demás (artículo 44 constitucional). 

En el mismo sentido, esta Vista Fiscal advierte también que en el Proyecto de Ley Estatutaria el Legislador introduce dentro de los enfoques y principios de interpretación del mismo no sólo un “[e]nfoque diferencial […] desde la diferencia étnica, de géneros, de procedencia territorial, de contexto social, de edad[,] orientación e identidad sexual o por condición de discapacidad” (Artículo 3°, subrayas fuera del texto) y una “perspectiva diferencial según condiciones sociales, físicas y psíquicas, de vulnerabilidad, discriminación, diversidad étnica, orientación e identidad sexual, territorial[,] cultural y de género” (Artículo 4°, subrayas fuera del texto) sino que también señala como principio de las políticas públicas de juventud el reconocimiento de “la diversidad de las juventudes en aspectos como su situación socioeconómica, cultural, de vulnerabilidades, y su condición de género, orientación sexual, étnica, de origen, religión y opinión” (Artículo 14) e incluso define expresamente el género como “el conjunto de características, roles, actitudes, valores y símbolos construidos socialmente que reconoce la diversidad y diferencias entre hombres y mujeres en pleno goce o ejercicio de sus derechos y libertades fundamentales, en condiciones de igualdad en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier esfera de la vida pública” (Artículo 5, numeral 5, subrayas fuera del texto). 

Aunque ya el Código de la Infancia y la Adolescencia, por ejemplo, incluye una “perspectiva de género” (Artículo 12), perspectiva presente también en diferentes políticas públicas e incluso en algunos documentos de organismos multilaterales, el Ministerio Público considera pertinente advertir que, al menos hasta la fecha, Colombia no ha suscrito la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, que, en su artículo 6°, reconoce el derecho de igualdad de género, y tampoco se encuentra en el texto de la Constitución Política la referencia expresa a la orientación sexual. Por el contrario, el concepto al que sí hacen referencias las normas constitucionales y que injustificada e inconstitucionalmente se omite en el Proyecto de Ley Estatutaria, es el de sexo, que hace relación a las diferencias biológicas entre hombres y mujeres, diferencias que, aunque existentes y dadas (en lugar de construidas), y con manifestaciones o consecuencias de orden anatómico y psicológico, en todo caso no determinan una mayor o menor dignidad ni permiten tampoco una discriminación legal negativa (Artículo 13 Superior).

Por esta razón, tal y como sucede respecto de la edad para el caso de la definición del concepto de joven, esta Vista Fiscal también solicita a la Corte Constitucional regresar el proyecto al Honorable Congreso de la República para que éste incluya el concepto de sexo en el Proyecto de Ley Estatutaria, específicamente como un motivo de discriminación negativa constitucionalmente prohibida, y para que al mismo tiempo se abstenga de utilizar alternativas conceptuales al mismo sobre las que no existe consenso científico o jurídico alguno y que, en caso de adoptarse, suponen también un cambio esencial sobre la naturaleza de los derechos pues implicarían que los sujetos de los mismos no son sino que, por el contrario, se hacen, además de que restaría todo sentido a la manera como insistentemente se habla en el Proyecto de “las y los jóvenes”.       
De otra parte, el Ministerio Público advierte también una omisión ius constitucional fundamental en el Proyecto de Ley Estatutaria relativa al derecho fundamental de los jóvenes a una familia y de los derechos fundamentales de la familia relativos a los jóvenes. En efecto, aun cuando en el artículo 4° del Proyecto, al definirse el principio de corresponsabilidad, se menciona a la familia cuando se dice que “[e]l Estado, la familia y la sociedad civil, deben respetar, promover y fortalecer la participación activa de las y los jóvenes en la formulación, ejecución y evaluación de programas, planes y acciones que se desarrollen para su inclusión en la vida política, económica, social, ambiental y cultural de la Nación” y en el artículo 6° del mismo se afirma también, en términos generales, que “[l]os jóvenes son titulares de los derechos reconocidos en la Constitución Política, en los Tratados Internacionales aprobados por Colombia, y en las normas que los desarrollan y reglamentan”; al mismo tiempo ni en la medidas de prevención, protección y promoción de los derechos de los jóvenes (artículo 8° del Proyecto) ni en el artículo 10°, relativo a los deberes de los mismos, se hace mención alguna a la familia.

Esta omisión, supone ignorar que la misma Constitución Política, en reconocimiento y desarrollo del principio de subsidiariedad, señala inequívocamente que “[l]a familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos” (artículo 44), al mismo tiempo que reconoce, por ejemplo, que “[l]os padres de familia tendrán derecho de escoger el tipo de educación para sus hijos menores” (Artículo 68), como también ignorar los derechos que numerosas normas que forman parte del bloque de constitucionalidad reconocen e imponen, como son:

(i) El derecho de todas las personas a tener una familia y el reconocimiento de la familia como elemento natural y fundamental de la sociedad que el Estado y la sociedad deben proteger (Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 16; Convención Interamericana de Derechos Humanos, Artículo 17; y Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Artículo 23), especialmente “mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo” (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Artículo 10), pues es el “medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad” (Convención sobre los Derechos del Niño, Preámbulo); así como los correlativos “deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad” que tiene “[t]oda persona” (Convención Interamericana de Derechos Humanos, artículo 32).  

(ii) El derecho de todos los niños a “crecer bajo el amparo y la responsabilidad de sus padres” (Declaración de los Derechos del Niño de 1959, principio 6°), a “crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión” (Convención sobre los Derechos del Niño, Preámbulo) y, en general, el derecho de todos los niños “a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado” (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Artículo 24 y Convención Interamericana de Derechos Humanos, Artículo 19); y

(iii) El deber del Estado de respetar “las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los derechos reconocidos” (Convención sobre los Derechos del Niño, Artículo 5°) y el derecho de los padres para escoger el tipo de educación para sus hijos menores de edad (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 3,3), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 18,4), la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 12,4) y la Convención sobre los Derechos del Niño (art. 14).
Por esta razón, atendiendo a las normas constitucionales citadas, esta Jefatura solicita a la Corte Constitucional devolver al Congreso de la República el Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice, para que este agregue al mismo todo lo relativo al derecho de los jóvenes a una familia y a los derechos de la familia y, específicamente, de los padres de familia en relación con los jóvenes. 

Con relación al Título II del Proyecto de Ley Estatutaria sea pertinente destacar también que si bien el artículo 8° del Proyecto anuncia una serie de “medidas de prevención, protección, promoción y sanción, tendientes a garantizar el ejercicio pleno de la ciudadanía juvenil”, lo cierto es que en esa norma no se señala medida sancionatoria alguna y, al mismo tiempo, la medida tendiente a “garantizar el cumplimiento de los derechos y las obligaciones por parte del Estado en relación con los mismos” se desarrolla es en el artículo 9° del Proyecto y no en el artículo 8°. Además, si se analizan detenidamente cada una de las medidas que sí se establecen en este último, podrá confirmarse que las mismas parecen no garantizar los derechos que se reconocen en el mismo Proyecto Ley y responder a fines distintos a los establecidos en los numerales 3, 4 y 5 del artículo 2° del mismo. 

De otra parte, en relación con el artículo 9° del Proyecto de Ley Estatutaria, esta Vista Fiscal debe llamar la atención de la Sala Plena de la Corte Constitucional sobre la manera equívoca e inaceptable, desde el punto de vista constitucional, en que allí se pretende que los medios para “garantizar el cumplimiento de los derechos descritos y las obligaciones por parte del Estado en relación con los mismos” sean “un mecanismo de seguimiento a entes territoriales e institucionales del orden nacional para el cumplimiento de lo establecido en esta ley y en todas aquellas que afecten a los y las jóvenes, conceptuando sobre su aplicabilidad y haciendo seguimiento a su implementación en los casos establecidos” y “una audiencia pública de rendición de cuentas de carácter obligatorio […] sobre los avances de la política pública de juventud”, a la que deberán asistir “todas las ramas del poder público, así como de los órganos de control” convocada cada año por “la coordinación de juventud en la Nación y en cada ente territorial” y encabezada “por el Alcalde, Gobernador o el Presidente de la República” (Parágrafo). 

Respecto de lo anterior, debe destacarse, en primer lugar, que si bien es función constitucional del Procurador General de la Nación “[p]roteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el auxilio del defensor del Pueblo” y “[d]efender los intereses de la sociedad” y “[d]efender los intereses colectivos” (Artículo 277 Superior, numerales 2, 3 y 4), así como es deber constitucional del Defensor del Pueblo “vela[r] por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos” (Artículo 282 Superior); lo cierto es que, al tenor del artículo 152 Superior, el objeto de una Ley Estatutaria, como pretende serlo el proyecto sub iudice, debe ser reglamentar los “[d]erechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección” y no simplemente anunciar estos derechos y confiar su garantía al Ministerio Público, cuando garantizarlos es, además, función y fin esencial de todo el Estado en su conjunto (Artículo 2°) y no simplemente de los organismos de control. 

En segundo lugar, si bien incluso por medio de una Ley Estatutaria el Legislador puede imponerle al Ministerio Público el deber de generar un mecanismo para vigilar el cumplimiento de lo que allí se establece por parte de las autoridades nacionales y territoriales, es claro que sí allí se pretende incluir una nueva obligación ésta no puede simplemente ejecutarse en “el marco de sus competencias constitucionales y legales” presentes y mucho menos haciendo únicamente uso de sus funciones de prevención e intervención, como se sugiere en el artículo en comento cuando se impone al Ministerio Público conceptuar sobre la aplicabilidad de la Ley y hacer “seguimiento en los casos establecidos”. Por el contrario, estos deberes deben especificarse específicamente con relación a los derechos de la población que es sujeta de la Ley Estatutaria de que se trata, en este caso los jóvenes, adoptando las modificaciones legislativas a las que haya lugar, así como que también incluyendo respecto de esta obligación lo deberes que correspondan al Procurador General de la Nación en ejercicio de su función disciplinaria (Artículo 277, numeral 6°) o de sus funciones de carácter preventivo. 

Además, esta Vista Fiscal considera que no resulta conforme al texto constitucional y, sobre todo, a la separación de poderes (artículo 113 Superior) y a la autonomía de las entidades territoriales (Artículo 1° Superior), otorgar a dependencias de carácter administrativo como lo serán las entidades encargadas de la coordinación de juventud de la Nación y de cada ente territorial, la facultad para convocar a una “audiencia pública de cuentas sobre los avances de la política de juventud”, a la que obligatoriamente deban asistir “todas las ramas de poder público, así como de los organismos de control” y que sean “encabezadas por el Alcalde, Gobernador el Presidente de la República”. 

Por el contrario, para el Ministerio Público es claro que la política de juventud es función exclusiva de la Rama Ejecutiva del Poder Público ─como incluso se reconoce en el artículo 17 del Proyecto de Ley Estatutaria cuando se definen las competencias para el “diseño y ejecución de las políticas de juventud” (Artículo 15) y se señalan las competencias generales específicas de la Nación, los Departamentos y de los Municipios (artículos 17, 18 y 19)─, así como también es claro que entidades de esta naturaleza no tienen competencia constitucional alguna para llamar a rendir cuentas a la Ramas Legislativa y Judicial y, mucho menos, a los organismos de control que, por disposición constitucional y legal, son organismos autónomos. 

De otra parte, si bien el Ministerio Público es consciente de que el Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice se refiere exclusivamente a “los y las jóvenes”, en todo caso advierte que también podría presentarse una omisión legislativa relativa contraria al derecho fundamental a la igualdad, al establecerse como garantía para los derechos de los jóvenes unos mecanismos preventivos y administrativos únicos, como son los descritos en el Artículo 9° y Parágrafo del respectivo Proyecto de Ley Estatutaria, que no existen para la vigilancia de los derechos de otras poblaciones o grupos poblaciones especialmente protegidos, como es el caso de los niños, los ancianos y las mujeres embarazadas, entre otros.
Por todas las razones anteriores, esta Vista Fiscal solicita a la Corte Constitucional que regrese el presente Proyecto de Ley Estatutaria al Congreso de la República para que éste establezca las medidas de garantía sobre los derechos y deberes del Estado que sean pertinentes, pero que sean respetuosas del diseño institucional constitucional y legal del Estado y de sus instituciones, así como respetuosas de los derechos fundamentales de todos los seres humanos.                     

Finalmente, en el artículo 10° del Proyecto de Ley, en donde en términos muy generales se señalan “los deberes de los las y las jóvenes”, así como también los deberes del Estado para facilitarles su cumplimiento “de manera calificada y cualificada”, esta Vista Fiscal ve con preocupación que el Legislador omite hacer referencia a sus deberes constitucionales con la familia, a los que aquí ya se hizo referencia, por lo que considera necesario que se le solicite agregarlos. Además, sin perjuicio de la autonomía configurativa del Legislador así como de la flexibilización que debe caracterizar el análisis constitucional, el Ministerio Público considera que en todo caso debe destacarse también la manera como el Legislador pretende desarrollar en el Proyecto de Ley Estatutaria los derechos de los jóvenes in extenso, mientras no hace los mismo con relación a sus deberes que, necesariamente, deben ser correlativos a los mismos.

Con relación al Título III del Proyecto de Ley Estatutaria, donde se establece lo relativo a las “Políticas de Juventud”, esta Vista Fiscal advierte, en primer lugar, que, al menos por técnica legislativa el concepto de política de juventud, definida como “el proceso permanente de articulación de principios, acciones y estrategias que orientan la actividad del Estado y de la sociedad para la promoción, protección y realización de los derechos de las y los jóvenes; así como para general las condiciones necesarias para que de manera digna, autónoma, responsable y trascendente, ejerzan su ciudadanía mediante la realización de proyectos de vida individuales y colectivos” (Artículo 11) debería listarse entre las diferentes definiciones que se hacen en el artículo 5° del Proyecto.

Más allá de esto, todavía mayor relevancia constitucional tiene, en concepto del Ministerio Público, el hecho de que en el título en comento el Proyecto de Ley no sólo contiene una serie de normas relativas a las características, los principios y los mecanismos que deben tener, respetar y por las que se deben trazar las políticas de juventud (artículos 12, 13 y 14), y respecto de las que ya se han manifestado aquí algunas consideraciones, sino que también se establecen una serie de competencias, generales (Artículo 16) y específicas (Artículo 17, 18 y 19), “para el diseño y ejecución de las políticas de juventud, y su asignación presupuestal” (Artículo 15) por parte de la Nación, los Departamentos y los municipios, así como se establecen una serie de “procedimientos y plazos para la formulación de políticas de juventud” y para la presentación de informes a las Asambleas Departamentales y el Congreso de la República sobre “los avances, ejecución, presupuestal y cumplimiento de la Política de Juventud”. 

Lo anterior, pues si bien para esta Vista Fiscal resulta no sólo conveniente y deseable sino, además, absolutamente conforme con el texto constitucional, que se adopten este tipo de políticas por parte de las autoridades de orden nacional, departamental y municipal en favor de la juventud, así como lo es también que esas políticas sean “transversales a la estructura administrativa y programática en cada entidad Territorial y de la Nación” (Artículo 12), se ajusten y armonicen al marco de un “Sistema Nacional de Juventudes” y se guíen por una serie de principios, en todo caso no deja de ser relevante y pertinente recordar nuevamente que el Constituyente dispuso expresamente que:

“ARTICULO 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará las siguientes materias: 

a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección;

b) Administración de justicia; 

c) Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; estatuto de la oposición y funciones electorales; 

d) Instituciones y mecanismos de participación ciudadana. 

e) Estados de excepción. 

f) La igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia de la República que reúnan los requisitos que determine la ley.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El Gobierno Nacional o los miembros del Congreso presentarán, antes del 1o de marzo de 2005, un Proyecto de Ley Estatutaria que desarrolle el literal f) del artículo 152 de la Constitución y regule además, entre otras, las siguientes materias: Garantías a la oposición, participación en política de servidores públicos, derecho al acceso equitativo a los medios de comunicación que hagan uso del espectro electromagnético, financiación preponderantemente estatal de las campañas presidenciales, derecho de réplica en condiciones de equidad cuando el Presidente de la República sea candidato y normas sobre inhabilidades para candidatos a la Presidencia de la República.

El proyecto tendrá mensaje de urgencia y podrá ser objeto de mensaje de insistencia si fuere necesario. El Congreso de la República expedirá la Ley Estatutaria antes del 20 de junio de 2005. Se reducen a la mitad los términos para la revisión previa de exequibilidad del Proyecto de Ley Estatutaria, por parte de la Corte Constitucional”.

Así como al mismo tiempo, dispuso también de manera clara y expresa, en el Artículo 151, que “[e]l Congreso expedirá leyes orgánicas a las cuales estará sujeto el ejercicio de la actividad legislativa. Por medio de ellas se establecerán los reglamentos del Congreso y de cada una de las Cámaras, las normas sobre preparación, aprobación y ejecución del presupuesto de rentas y ley de apropiaciones y del plan general de desarrollo, y las relativas a la asignación de competencias normativas a las entidades territoriales. Las leyes orgánicas requerirán, para su aprobación, la mayoría absoluta de los votos de los miembros de una y otra Cámara”. 
Por esta razón, en atención a las normas citadas, esta Vista Fiscal solicita a la Corte Constitucional pronunciarse sobre la exequibilidad de los artículos 15, 16, 17, 18 y 19 del Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice, toda vez que allí, en lugar de regularse los derechos fundamentales de los jóvenes y los procedimientos y recursos para protegerlos, o los mecanismos instituciones para garantizar su participación ciudadana (Artículo 152, literales a y d), lo que el Legislador hizo fue fijarles competencias normativas a la Nación y a las entidades territoriales, así como incluso asignarle específicamente el deber al Presidente de la República, los Gobernadores y los Alcaldes de incluir dentro de sus planes de desarrollo “las Políticas de Juventud”, “los recursos suficientes y los mecanismos conducentes a garantizar la formulación, implementación, seguimiento y evaluación de las políticas públicas de juventud”, y todavía más específicamente el deber de “generar los planes de implementación de las políticas para un periodo no menor de (4) años” (Artículo 15, Parágrafos 1, 2 y 3), asuntos, todos estos, que por expresa disposición constitucional (Artículos 151 y 288) deben establecerse por vía de Ley Orgánica y no de Ley Estatutaria. Esta petición, se sustenta además en el principio de competencia, explicado por esta misma Corporación en la Sentencia SU-938 de 2010 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), ya citada, de conformidad con el cual por Ley Estatutaria únicamente se pueden regular los asuntos establecidos en el Artículo 152 constitucional. 
De otra parte, aun cuando esta Corporación considere que el Legislador también puede regular por vía de Ley Estatutaria los asuntos que son objeto de los artículos citados, propios de las Leyes Orgánicas, toda vez que éstas exigen “la mayoría absoluta de los votos de los miembros de una y otra Cámara” mientras las primeras siguen “un procedimiento más complejo de aprobación, derivado de su trámite en una sola legislatura; de la necesidad de mayorías absolutas en el Congreso para su expedición, modificación o derogación; y del control previo de constitucionalidad asignado a esta corporación” (Sentencia C-902 de 2011. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio); el Ministerio Público también debe llamar la atención sobre el hecho de que en las normas citadas, aun cuando expresamente dicen reconocer “los criterios de autonomía, descentralización y los principios de concurrencia, subsidiariedad y complementariedad” (Artículo 15) así como “la complementariedad y la colaboración […] entre la Nación los entes territoriales” (Artículo 15, Parágrafo 2°) y la “autonomía territorial” (Artículo 20), lo cierto es que al mismo tiempo también asignan competencias y deberes específicos a las entidades territoriales, que van desde crear “una estructura organizativa con una dependencia (secretaria, dirección, oficina, etc.) con capacidad política, técnica, financiera y administrativa”, “[c]oncertar e implementar una agenda política”, “garantizar la asignación continua y sostenida de recursos físicos, técnicos, humanos especializados y financieros”, “realizar convenios y alianzas”, (Artículo 16), “[o]rientar, coordinar y ejecutar políticas públicas”, “implementar […] estrategias”, “[g]enerar un sistema de información”, “[i]mpulsar la formulación, ejecución y evaluación de políticas de juventud” (Artículo 17), “[d]iseñar, ejecutar, evaluar y rendir cuentas sobre la política pública”, “[l]iderar alianzas regionales con entidades y organismos de carácter público, privado y mixto”, “[e]stablecer con municipios u otros departamentos líneas de cofinanciación” (Artículo 18), “[d]iseñar una oferta programática para los jóvenes del municipio o distrito a ejecutar directamente o a través de alianzas, convenios con instituciones gubernamentales, no gubernamentales y empresas”, “[l]iderar alianzas municipales o distritales con entidades del sector privado” (Artículo 19); hasta iniciar “la formulación de las Políticas públicas de juventud” en plazos específicos (seis meses, a partir de la elección de los Consejos Municipales de Juventud para los municipios, nueve meses a partir de ese momento para los departamentos y doce para la Nación). 

En concepto de esta Vista Fiscal, el contenido y la especificidad de las obligaciones citadas podrían contradecir el carácter descentralizado y la autonomía de las entidades territoriales que debe caracterizar al Estado colombiano (Artículo 1° y 287 Superiores), por lo que también solicita a la Corte Constitucional pronunciarse sobre su exequibilidad. 

Con relación al Título IV del Proyecto de Ley Estatutaria, en donde se regula todo lo concerniente al “Sistema Nacional de las Juventudes”, entendido como “el conjunto de los actores, procesos, instancias, orientaciones, herramientas jurídicas, agendas, planes, programas, y proyectos, que operativiza[n] la ley y las políticas relacionadas con [la] juventud, mediante la creación y fortalecimiento de las relaciones entre el Estado, la sociedad civil, la familia, las entidades públicas, privadas, mixtas y las y los jóvenes y sus procesos y prácticas organizativas para la garantía, cumplimiento, goce o restablecimiento efectivo de los derechos de las juventudes, la ampliación de sus capacidades y de sus oportunidades de acceso a un desarrollo integral y sustentable”, el Ministerio Público desea llamar la atención, en primer lugar, de que si el Legislador pretende con el Proyecto sub iudice regular “de manera integral, estructural y completa la regulación de [los] derecho[s]” (Sentencia C-818 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) de los jóvenes, como se deduce del objeto del Proyecto (Artículo 1°) y del hecho de que haya elegido para desarrollarlo una Ley Estatutaria, entonces resulta constitucionalmente inadmisible que los derecho, la protección y las garantías que el proyecto pretende otorgarle a los jóvenes dependa, casi en su integridad, de un sistema que todavía no existe, como es el denominado “Sistema Nacional de Juventud”, así como de otras entidades e instituciones cuya estructura y organización será objeto de una posterior reglamentación por parte del Gobierno Nacional, como es el caso de la “Unidad Administrativa Especial Nacional para las Juventudes” (Artículo 31, Parágrafo 2°), entre otras, asuntos que en todo caso tampoco corresponden al objeto constitucional de una Ley Estatutaria.  

De otra parte, esta Vista Fiscal también debe llamar la atención sobre la manera como en el Proyecto de Ley Estatutaria se pretende que el denominado “Consejo Nacional de Políticas Públicas de la Juventud”, que en realidad es el mismo “Consejo Nacional de Política Económica y Social – CONPES” (Artículo 26, Parágrafo), sea “la instancia encargada de articular la definición, seguimiento y evaluación de las políticas de prevención, protección, promoción y garantía de los derechos de los y las jóvenes a nivel nacional” (Artículo 26) y de “[d]efinir las líneas de acción a seguir por parte del Sistema Nacional de Juventudes”, entre otras. 

Lo anterior, pues de acuerdo con lo establecido en la mismo Proyecto de Ley Estatutaria, el Consejo Nacional de Políticas Públicas de la Juventud estará conformada exclusivamente por funcionarios del Gobierno Nacional o designados por el Presidente de la República (Artículo 27) y, a su vez, el Sistema Nacional de Juventudes, al que el mencionado Consejo le define sus líneas de acción, está conformado por: (1) el “Subsistema Institucional de Juventudes”, al que pertenecen (i) éste Consejo, (ii) la “Unidad Administrativa Especial de Juventudes”, que el mismo Proyecto dispone que estará “adscrita al Ministerio del Interior”,  “tendrá su sede en Bogotá” (Artículo 31) y cumplirá con la función de “[c]oordinar el Sistema Nacional de Juventudes”, entre otras; y (iii) las “dependencias de las juventudes de las entidades territoriales” (Artículo 24); y (2) el “Subsistema de Participación de las Juventudes”, al que pertenecen (i) los “Consejos de Juventudes, (ii) las “Plataformas de Juventudes”, (iii) las “Asambleas de Juventudes” y (iv) las “Comisiones de Concertación y Decisión”, entre otros.   
En otras palabras, el Proyecto de Ley Estatutaria pretende que la articulación, definición, seguimiento y evaluación de las políticas de prevención, protección, promoción y garantía de los derechos de los y las jóvenes a nivel nacional, así como la coordinación del Sistema Nacional de Juventudes, dependan exclusivamente del Gobierno Nacional, lo que a su vez significa que las “Dependencias de las juventudes de las entidades terrioriales”, así como las “Plataformas de Juventudes”, las “Asambleas de Juventudes” y las “Comisiones de Concertación y Decisión”, estén todas bajo la dirección del Ejecutivo, lo cual parece contrariar también los principios constitucionales de descentralización y autonomía de las entidades territoriales, así como incluso las capacidades de “participación e incidencia en la vida social, económica, cultural y democrática del país”, objeto y fin del Proyecto sub iudice (Artículos 1° y 2°), y los principios de autonomía, corresponsabilidad, concertación, descentralización y desconcentración, participación, y territorialidad, entre otros, que en el mismo se presentan como fuentes de inspiración, con fundamento constitucional, del mismo (Artículo 4°). Por esta razón, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional pronunciarse también sobre estos aspectos y, de ser el caso, regresar el texto del Proyecto de Ley Estatutaria al Congreso de la República para que haga las correcciones y modificaciones pertinentes.          
En último lugar, con relación con las “[d]isposiciones finales” contenidas en los artículo 76 a 82 del Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice, esta Vista Fiscal debe llamar la atención de la Sala Plena de la Corte Constitucional, en primer lugar, de la escasa sino nula relación de la disposición que pretende adoptar el Legislador en el artículo 76 del Proyecto de Ley, en donde se modifica “el numeral 3 del artículo 2° de la Ley 1010 de 2006, ‘por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir, corregir y sancionar el acoso el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo’”. 

Para esta Vista Fiscal, si bien la norma propuesta pretende incluir dentro de la “discriminación laboral”, el trato por razones de “edad”, en todo caso resulta imposible entender su pertinencia y justificación dentro del “Estatuto de Ciudadanía Juvenil”, así como en medio de dos disposiciones relativas al Sistema de Gestión de Conocimiento (artículo 75) y de los plazos específicos que se otorgan a la Entidad rectora del Sistema Nacional de Juventudes, del Gobierno Nacional, para “generar un plan de acción aprobado por el Consejo Nacional de Juventud que conduzca a la operación y garantías establecidas en esta ley; así como a la implementación de las instancias, mecanismos y procesos establecidos en el Sistema Nacional de Juventudes”.  Por esta razón, solicita a la Corte Constitucional rechazar la inclusión de la norma contenida en el artículo 76 del Proyecto de Ley estatutaria y regresarla al Congreso de la República para que tome las acciones pertinentes, toda vez que la misma vulnera directamente lo dispuesto en el artículo 158 de la Constitución Política, en donde se recoge el principio de unidad de materia que debe respetar “todo proyecto de ley”. 

En segundo lugar, nuevamente debe advertir el Ministerio Público a la Sala Plena la aparente contradicción que hay entre el Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice, específicamente en el artículo 77, por su carácter programático, y el objeto constitucional de las Leyes estatutarias al que tantas veces se ha hecho referencia. Lo anterior, con el propósito de que la Corte Constitucional se pronuncie sobre si es conforme o no a la Carta Fundamental que en una Ley Estatutaria se desarrollen derechos y garantías cuya operación depende, casi exclusivamente, de planes, acciones, decisiones y normas futuras. 

De otra parte, esta Vista Fiscal también encuentra contrario no sólo al objeto de las Leyes Estatutarias, sino incluso a las competencias propias del legislador, que en el artículo 78 del Proyecto de Ley Estatutaria se pretenda imponerle obligaciones o, específicamente, crearle compromisos a la “cooperación internacional presente en Colombia”. En este sentido, además del carácter meramente programático o ideal, el Ministerio Público considera que la Corte Constitucional debe inadmitir o rechazar la norma en mención, toda vez que allí el Congreso de la República excede sus competencias constitucionales. 

En el mismo sentido, también se solicita a la Sala Plena pronunciarse sobre el artículo 80 del Proyecto sub iudice, en donde, además de que no se establecen fuentes públicas o procedimientos específicos para financiar los mecanismos adoptados en el mismo proyecto con el fin de cumplir con su objeto y fines, se pretenden incluir como fuentes de financiación “para el desarrollo de la presente ley […los] recursos provenientes del sector privado y de la cooperación internacional, lo cual contradice también la naturaleza, sentido y alcance constitucional de las Leyes Estatutarias, aquí tantas veces señalados. 

Finalmente, esta Vista Fiscal considera que la Sala Plena de la Corte Constitucional debe rechazar en su integridad el Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice toda vez que, si bien en el mismo se reconocen expresamente principios como los de concertación y diversidad (Artículo 4°, numerales 4 y 8), al mismo tiempo se pretende, otorgar al Presidente de la República “de precisas facultades extraordinarias, por el término de seis (6) meses contados a partir de la expedición de la presente ley, para expedir por medio de decretos con fuerza de ley, la regulación de los derechos y garantías de las y los jóvenes pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, Rom y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en lo relativo a la implementación de la política pública diferencial prevista en la presente ley” y establecer que “[h]asta la aprobación de las normas con fuerza de ley que desarrollen la política pública diferencial para las y los jóvenes pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, Rom y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, las normas que puedan afectar a estas comunidades quedarán condicionadas a la realización de la consulta previa de todo rpoyecto, programa o presupuesto que pueda llegar a afectarlas” (Artículo 81, Parágrafo 1°), y se señala que las mencionadas “facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República […] serán ejercidas con el fin de respetar la cultura y existencia material de estos pueblos tradicionales”. 

Para esta Vista Fiscal, es incuestionable que lo dispuesto en las normas citadas no sólo revela un vicio inconstitucional del Proyecto de Ley Estatutaria sub iudice, toda vez que en la elaboración del mismo se debió haber consultado a las poblaciones y minorías de las que trata el citado artículo 81, sino que por expresa disposición constitucional la regulación de los“[d]erechos y deberes fundamentales de las personas y procedimientos y recursos para su protección” debe hacerse  mediante Ley Estatutaria (Artículo 152), lo que significa que esta competencia del Congreso de la República no puede trasladarse al Presidente de la República extraordinariamente, ni si quiera de conformidad con lo dispuesto “en el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Nacional”, como se expresa en el artículo 81 del Proyecto, pues la misma norma constitucional citada también señala expresamente que éstas facultades “deberán ser solicitadas expresamente por el Gobierno” y, en todo caso,  “no se podrán conferir para expedir […] leyes estatutarias”. 

De otra parte, incluso si, haciendo caso omiso de las normas constitucionales citadas, se admitiese que el Congreso de la República pudiera otorgar al Presidente de la República la facultad extraordinaria para expedir decretos con fuerza de Ley para “la regulación de los derechos y garantías de las y los jóvenes pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, Rom y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en lo relativo a la implementación de la política pública diferencial prevista en la presente ley”, en todo caso resulta también constitucionalmente inadmisible que esa reglamentación extraordinaria por parte del Ejecutivo no se sometiera a la consulta previa a estas comunidades, como implícitamente se autoriza en el Parágrafo 1°, cuando únicamente se condicionan a consulta “las normas que puedan afectar a estas comunidades” que se profieran antes de “la aprobación de las normas con fuerza de ley que desarrollen la política pública diferencial”. 
Con relación a la necesidad de la consulta previa, baste recordar que como recientemente lo explicó la Sala Plena de la Corte Constitucional en la Sentencia C-882 de 2011 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub): 

“El derecho a la libre determinación comprende al menos tres ámbitos de protección ligados a distintos factores de interacción de las comunidades étnicas, como precisó la Corte en la sentencia T-973 de 2009. En el primer ámbito se encuentra el derecho general de las comunidades a participar en la toma de cualquier decisión que pueda concernirles. Así, la participación se convierte en un vehículo que les permite expresar los valores e intereses culturales que las diferencian de la cultura mayoritaria predominante, a fin de que sean tenidos en cuenta a la hora de adoptar decisiones que les incumban, en desarrollo del objetivo constitucional de proteger su integridad cultural.  Esta primera prerrogativa –participación- se manifiesta a su vez de al menos dos formas: (i) en el derecho a la consulta previa de todas las decisiones que les conciernan directamente y (ii) en un derecho general de participación respecto de otras decisiones que les afecten indirectamente. En primer lugar, en relación con la consulta previa, el literal a) del artículo 6 del Convenio 169 dispone la obligación de los estados de “a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente” […]

A su turno, el artículo 7-1 del Convenio prevé que las comunidades tienen derecho a: “(…) decidir sus propias prioridades en lo que atañe el proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.” Por su parte, el parágrafo del artículo 330 de la Constitución señala que el Gobierno debe propiciar la participación de los representantes de las comunidades indígenas en la toma de decisiones relacionadas con la explotación de los recursos naturales de sus territorios.  Para el caso de las comunidades afrocolombianas y en desarrollo de los mandatos constitucionales de protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación, la Ley 70 prevé la realización de consultas en cuatro eventos: (i) para la definición del plan de manejo de las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, cuando en ellos se encuentren familias o personas de comunidades afrodescendientes que desarrollen prácticas tradicionales (artículo 22); (ii) para la definición de la organización y el funcionamiento de los programas especiales de formación técnica, tecnológica y profesional para los miembros de dichas comunidades (artículo 38); (iii) para la conformación de la “unidad de gestión de proyectos” que tendrá que existir en los fondos estatales de inversión social para el apoyo de las comunidades negras en los procesos de capacitación, identificación, formulación, ejecución y evaluación de proyectos (artículo 58); y (iv) para el diseño, elaboración y evaluación de los estudios de impacto ambiental, socio-económico y cultural que se realicen sobre los proyectos que se pretendan adelantar en las áreas a que se refiere la ley. Estos preceptos reconocen entonces el derecho fundamental de las comunidades étnicas a la consulta previa frente a cualquier decisión susceptible de afectarles directamente. […] 
A partir del año 2001, la Corte comenzó a discutir si el deber de consulta previa se extendía a los proyectos de ley. En un comienzo la Corte adoptó una postura restringida y aseguró que dado que ni la Constitución ni la ley orgánica que regula el procedimiento legislativo exigen la consulta previa en el procedimiento de aprobación de un proyecto ley, la consulta no es necesaria en estos casos. Así, en la sentencia C-169 de 2001, en la que se analizó la constitucionalidad del proyecto de ley estatutaria por el cual se creó una circunscripción electoral especial para que las comunidades afrocolombianas, la Corte consideró que la omisión de consulta no viciaba la constitucionalidad de la ley. En pronunciamientos más recientes, la Corte abandonó esta posición. En efecto, en la sentencia C-030 de 2008, la Corporación declaró inexequible la Ley Forestal –Ley 1021 de 2006 – por no haber sido consultada a las comunidades afrocolombianas e indígenas antes de su aprobación legislativa, pese a que ninguna ley o decreto ordenaba la consulta de manera explícita. La Corte expresó: “En primer lugar, tratándose específicamente de medidas legislativas, es claro que el deber de consulta no surge frente a toda medida legislativa que sea susceptible de afectar a las comunidades indígenas, sino únicamente frente a aquellas que puedan afectarlas directamente, evento en el cual, a la luz de lo expresado por la Corte en la Sentencia C-169 de 2001, la consulta contemplada en el artículo 6º del Convenio 169 de la OIT deberá surtirse en los términos previstos en la Constitución y en la ley […]

Más recientemente, en la sentencia C-702 de 2010, la Corte extendió esta doctrina a los actos reformatorios de la Constitución y declaró inexequible el inciso 8º del artículo 2º del Acto Legislativo N° 01 de 2009, “Por el cual se modifican y adicionan unos artículos de la Constitución Política de Colombia”. A juicio de la Corte, el concepto de medida legislativa cobija los actos legislativos pues, en primer lugar, la finalidad que animó la expedición del artículo 6° del Convenio 169 de la OIT fue la de asegurar la preservación de la cultura de las comunidades étnicas, a través de un mecanismo de participación eficaz. Así las cosas, la expresión “medidas legislativas” utilizada por el artículo 6° del Convenio 169, no puede ser entendida en un sentido restringido alusivo en forma estricta a la ley en sentido formal, sino en uno amplio que cobije todo tipo de medidas normativas no administrativas susceptibles de afectar directamente a dichas comunidades. En segundo lugar, de acuerdo con una interpretación pro homine, la exégesis de la expresión “medidas legislativas” que debe ser escogida es aquella que permita ampliar el espectro de ejercicio del derecho fundamental de las comunidades étnicas. Por último, en el derecho constitucional colombiano, la palabra ley no tiene un sentido unívoco y, por lo tanto, el adjetivo legislativo tampoco lo tiene. La expresión “medidas legislativas” no puede entenderse que concierne exclusivamente a las leyes en sentido formal; a la hora de hacer la exégesis de dicha expresión para determinar el alcance del derecho de consulta previa, es menester escoger la interpretación que permita hacer realidad el deber estatal de reconocimiento, garantía y promoción de la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana, así como lograr la efectividad del derecho a la consulta. En resumen, de acuerdo con el Convenio 169, el mecanismo de consulta allí previsto debe surtirse no solamente cuando se trate de la explotación de recursos naturales existentes en territorios pertenecientes a las comunidades étnicas, sino también cuando involucre decisiones administrativas y legislativas del Estado que afecten o comprometan intereses propios de dichas comunidades”. 
Por último, debe también advertirse a la Sala Plena que las facultades legislativas extraordinarias que se pretende otorgar al Presidente de la República en el artículo 81 del Proyecto, como expresamente se reconoce en el Parágrafo 2° del mismo, tiene exclusivamente el “fin de respetar la cultura y existencia material de estos pueblos tradicionales”, lo que no sólo contradice el hecho de que los citados decretos con fuerza de Ley no estén sometidos a la consulta previa, sino que además implica una vulneración de la dignidad humana de los jóvenes de los pueblos y minorías de los que trata el mismo artículo 81, toda vez que sus derechos y garantías se establecen y reconocen no como un fin, en tanto que se les reconoce su condición de personas y fines en sí mismos, sino como medios para garantizar la existencia física de sus pueblos, lo cual es contrario a múltiples normas constitucionales y legales, así como a los mismos principios y fines que el Proyecto de Ley sub iudice pretende tener y perseguir.  
5. Conclusión
Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte REGRESAR o DEVOLVER el Proyecto de Ley Estatutaria 169 de 2011-Senado y 014 de 2011-Cámara, “Por medio del cual se expide el Estatuto de Ciudadanía Juvenil y se dictan otras disposiciones”, por las razones constitucionales expuestas, las cuales comprometen su exequibilidad. 
De los Señores Magistrados, 
MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO

Procuradora General de la Nación (E)
LJMO/ABG
2 Esta jurisprudencia ha sido reiterada profusamente por la Corte, entre otras en las recientes sentencias C-295 de 2002 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), C-162 de 2003 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), C-155 de 2005 (M.P. Manuel José cepeda Espinosa) y C-523 de 2005 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández).


� “ARTICULO 34. Llámese infante o niño, todo el que no ha cumplido siete años; impúber, el que no ha cumplido catorce años; adulto, el que ha dejado de ser impúber; mayor de edad, o simplemente mayor, el que ha cumplido veintiún* años, y menor de edad, o simplemente menor, el que no ha llegado a cumplirlos”.





Por su parte, el Parágrafo del artículo 53 de la Ley 1306 de 2009 dispone que “Para todos los efectos legales el impúber se equipara al niño y niña definido en el artículo3o del Código de la Infancia y Adolescencia. De igual manera, el menor adulto se equipara al adolescente de ese estatuto. 'Con todo, la edad mínima para contraer matrimonio se mantiene en 14 años, tanto para los varones como para las mujeres”.  
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